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.. ¿Admite la ley prueba de convencimiento sobre
la existencia de los actos punibles?
¿Admite la ley prueba de convencimiento so­
bre aquellos hechos sin los cuales los delitos no
serian lo que son, es decir, de la especie de su
nombre.
Hay verdades que parece imposible
puedan ponerse en duda: hay dudas
que no se conciben, que no tienen es­
plicacion dentro de las condiciones de
un criterio racional y lógico. Sin em­
bargo una triste esperiencia viene á
revelarnos, con demasiada frecuencia
desgraciadamente, que es�s verdades
inconcusas se desconocen, y esas dudas
inconcebibles se abrigan hasta el es­
tremo de pretender hacerlas pasar co­
mo principios ciertos é incontestables,
Por otra parte semejantes aberracio­
nes de la inteligencia humana no nos
estrañan, porque no ha existido ab­
surdo en el mundo que no haya con­
tado sus defensores, ni error que no
tuviese sus prosélitos.
Incontrobertíble fue hasta aqui,
cual dogma deféjurídica, que la exis­
tencia de un hecho punible, para que
válida y legítimamente determine
procedimiento, investigacion é impe­
sicion de penalidad á los responsables
de su ejecucion, ha de constar cierto,
con probanza plena, cumplida, tan ela-
ra como la luz del dia, y de tal natu­
raleza que alege todapresnncion, toda
conjetura, toda probabilidad en con­
trario, por la muy sencilla razon de
evitar asi el gran peligro que á cada
instante se correria de procesarse, per­
seguirse y castigarse por actos de de­
lincuencia que no hubiesen œurrído,
10 que repugna á la razon, á la moral,
al buen sentido; produciendo además
una perturbacion social, constante y
un riesgo inminente de resultados y
consecuenc'es desastrosas; lo que re­
pugna, en (> i , á la idea primitiva, Ua
nocion de lo justó y de lo injusto que
Dios encarn6 en el corazón de la hu­
manidad: de forma que sobre el hecho
punible, sobre el acto dé delincuencia,
sobre lo que se llama y conoce por
cuerpo de delito, no ca))en indicios ni
otras justificaciones imperfectas, por
eficacespor vehementes que aparezcan.
Con un puñal, conuna espada, con una
navaja se mata, se hiere: la espada, el
puñal, la navaja son instrumentos de
herir, medios de dar la muerte. El en­
cuentro de ese puñal, de esa navaja
ensangrentados suelen ser indicios de
que se ha herido, de que se ha
muerto con esos medios. ¿Son, sin
embargo, datos bastantes por sr
solos para incohar un proceso, y
para perseguir 6 castigar como reos
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de herida ó de muerte á aquellos á
quienes tales armas 6 instrumentos
pertenecían, 6 � aquellos á quienes les
fueron encontradas? No, mil veces no;
responden la ley, el sentido comun y
la jurisprudencia inalterable de los
Tribunales. y ¿por qué? Porque falta
la base, porque falta la prueba cum­
plida del hecho punible, porque falta
el cuerpo del delito, 610 que es lo mis­
mo, porque falta el hombre muerto. ó
herido de puñal, navaja 6 espada.
Inteligencias míopes ú ofuscadas
suelen confundir la probanza, l� jus­
tificacion del hecho delincuente, con Ia
probanza, Ia justificacion de Ia parti­
cípacion que enélhayan tenido los que
lo perpetraron 6 in tervinieron en su
perpetraoion; y de ahí les viene el er­
ror que no lo eseusan la ignorancia ni
vencible, ni invencible porque la ig­
norancia con aplicacion j ese error, no
puede darse.
Cuerpo del delito, acto punible, ac­
cion ú omision voluntaria penada por
la ley; prueba plena, acabadísima,
concluyente demostrada como verdad
matemática, probada con la misma se­
guridad que se prueba que tres y dos
son cinco: criminalidad de los delin­
cuentes 6 participacion enla ejecucion
del hecho punible; ya admite la ley no
solo la prueba de evidencia, que es la
plena, cumplida, á priori tasada por la
misma ley, sino también la prueba de
convencimiento, segun las reglas de
una crítica racional que pueden venir
á constituirlo y formarlo los indicios,
las conjeturas, las presunciones á
quienes el legislador ha dado fuerza
de tales.
El Tribunal, pues, puede decir: es-
toy convencido de que Juan es reo de
las lesiones inferidas á Pedro: pero al
tribunal le está vedado asegurar que
tiene el convencimiento de que ha sido
herido 'Pedro y de que las heridas se las
ha producido Juan ,porque esas lesio­
nes no es dado presumirlas, es necesa­
rio de toda necesidad que consten , que
resulten, que aparezcan con aquella
probanza plena, con aquella justiflca­
cion acabada, con aquella demostra­
cion matemática de que hemos habla­
do, toda vez que esas lesiones consti­
tuyen el cuerpo del delito y toda ve,z
que sobre el cuerpo del delito no cabe
el convencimiento, se necesita sí, lase­
guridad, la evidencia.
¿Admite la ley prueba ele conven­
cimiento sobre aquellos hechos sin los
cuales los delitos no serian lo que son ..
es decir, de la especie de su nombre?
Para responder categoricamente,
sentemos algunos precedentes, En los
actos ponibles suelen concurrir cir­
cunstancias que manifiestan en su au­
tor menos criminalidad que la què
supuso la ley al definirlos y casti­
garlos.
Tambien suelen acompañar á los
mismos actos otras circunstancias que
demuestran por el contrario en super­
petrador, mayor criminalidad que la
prevista por ellegislac1or.
Igualmente los actos de delincuen­
cia suelen encarnar otros hechos sin
los cuales el delito no seria lo que es,
es decir, de la especie de su nombre.
Las circunstancias del primer caso
se llaman atenuantes: las del segundo
agravantes: las del tercero oualiûeatí­
vas 6 constitutivas del delito.
Ejemplos de las tres. Cométese el
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delito de lesiones en estado de embria­
guez, habiendo sido provocado el
agresor ó amenazado de parte del ofen -
dido, ó en vindícacion pr6xima de una
ofensa grave hecha al mismo: el delito
es de lesiones; pero con circunstancias
atenuantes.
Cométese el delito de robo: los la­
drones incendian antes la casa que
han de robar: disfrazados de' agentes
de la autoridad acuden para prestar
ausílío en aquel conflicto: en el robo
concurren circunstancias agravantes.
El delito no varia su especie; queda de·
lito de robo; mas con la agravacíon de
criminalidad en sus perpetradores.
Cométese el delito do homicidio:
pero el homicida es padre del muerto
ó es abuelo, 6 es descendiente: en el
homicidio hay premeditacíon conocida
6 ensañamiento aumentando delibera­
damente el dolor del ofendido.
Pedro ma ta � Francisco; no es as­
cendiente, descendíente, ni entre él y
su víctima media relacion alguna de
parentesco de las que la ley exige pa­
ra calificar el hecho de parricidio: pe­
ro le da muerte, 6 por precio 6 pro­
mesa remuneratoria ó con alevosía, ó
por medio de inundación, incendio ó
veneno, 6 con ensañamiento, aumen­
tando deliberada é inhumanamente el
dolor del ofend ida.
Ambrosio mata áFernando, sin que
concurran en el hecho de la muerte
ninguna de estas circunstancias.
Diferencias de la ley e� los tres
casos.
En el primero la muerte se' califica
de parricidio: en el segundo de homi­
cidio cualiâcado, en el tercero dehomí­
cidío simple. Las penalidades son dis-
tintas, La del parricida es la muerte:
la del homicida cualifica do de cadena
perpetua á muerte: la del homi­
oída simple, de reclusion temporal.
_. Hazan de Ia diferencia. Que Ia pre­
meditacíon conocida, el ensañamiento,
la alevosía, el precio 6 promesa remu­
neratoria no son circunstancias agra­
vantes; la ley las considéra constítu­
tivas del delito, parte esencial de él,
parte integrante del mismo delito;
pues-si las consíderara agravantes, no
producirían otro efecto que elevar
la penalidad al grado máximo de la
marcada por la ley á aquel delito, que
respecto del homicidio seria de 18 á 20·
años de reclusion temporal. No, sucede
aSÍ; luego el legislador, á esos hechos
los califica de unos en su esencia con
el homicidio, unos en su conjunto,
unos en su manera de ser íntimamente
unidos y enlazados hasta el estremo de
tenerlos por un solo acto: antecedente
que aleja por completo la idea de acci­
dentes del hecho principal, que es lo
que le daria el carácter de circunstan­
cia agravante. No siendop 1.1 es acciden­
tes porque los accidentes pueden deJar .
de existir; quedando vivo y eficaz el
hecho punible con eu propia y pecu­
liar naturaleza, serán parte esencial,
parte constitutiva del acto criminal
que no es dado separar ni dividir del
acto mismo.
Si pues son parte constí tutiva y
esencial del actomismo, suj etas están en
su existencia á la prueba de aquel. ne­
cesitando, como necesita todo delito,
probanza cumplida, clara cualla luz,
de la certeza de su perpetracion. Lue­
go respecto de' esos hechos constitu­
tivos, integrantes y esenciales como nos
.
do jurisconsulto, honra de nuestro fo­
ro y una de las glorias de España el
Excmo. Sr. D. Nicolás María Garellí:
porque no seria estraño que en hom­
bros de ese puritanismo legal, ó de un
celo exagerado, se intentase presentar
como principio admisible ante los tri­
bunales de justicia, que la prueba de
convencimiento es bastante sobre la
existencia de las circunstancias cons­
titutivas de los delitos; porque, en fin,
si nuestros temores son fundados, de­
seamos la discusion científica, pacífi­
ca, tranquila: la discnsion que solo se
propone el triunfo de la verdad.
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el parentesco, la premeditacíon . y el
ensañamiento en los parricidios y la
alevosía y demás circunstancias mar­
cadas por el art. 333 del C6digo penal
en los homicidios cualificados, igual­
mente es indispensablelapruebacum­
plida, la prueba acabada y evidente.
Esas circunstancias 6 esos hechos no
admiten presuncion: respecto de su
verdad no cabe el convencimiento: la
alevosía, el ensañamento, el precio ó
promesa remuneratoria, la inundacion
el incendio 6 veneno, la premedita­
cionconocida no se presumen, es in­
dispensable que resulten justiûcadas,
plenamente justificadas.
Esta es la razon, esta es la ley, es­
ta la voluntad del legislador, esto es
lo justó esta la verdaderajurispruden­
cia de los tribunales, esto lo que todos
creemos, lo que con nosotros creen
los escritores mas autorizados, esto pa­
ra todos, es un dogma de fé jurídica.
Si así es, se nos preguntará, ¿por qué
este artículo, por qué esta esposícion
aunque en bosquejo, de doctrina que
se proclama inconcusa? ¿por qué las
preguntas que sirven de procedente
á nuestro pobre trabajo? Respondere­
mos. porque Dios entreg6 el mundo
á las disputas de los hombres y porque
en cumplimiento de su precepto divi­
no siempre se ha disputado y se con­
tinuará disputando hasta sobre las co­
sas mas claras: porque no ha existido
absurdo en el mundo que no haya
contado sus defensores: porque tampo­
co aparecio error que no tuviera sus
prosélitos: porque el alarde de purita­
nismo legal son la injusticia y la in­
sensatez, segun la bella espresion de
Horacio reproducída por el distinguí-
Felipe Gonzalez del Campo.
. .
LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL.
¿Debe intervenir el Juez necesa�'iamente en la apro­
bacion de la division de bienes en que hay me­
nores interesados si el testado" ha preceptuado
que se practiquen estrajudicialmente las opera­
ciones de la partie ion?
II.
Esta cuestion fue estensa y filosófica­
mente tratada en los primeros números de
nuestra Revista por nuestro querido y con­
siderado compañero de Redaccion el doc­
tor D. Simon Cirugeda, y enteramente
conformes con su opinion, nopodemos me..
nos de recordar á nuestros lectores sus ar­
tículos (1) como oportuno precedente de
los nuestros.
En la esencia la cuestion no ha adqui­
rido novedad alguna y bastaria para sus­
tentar nuestra opinion referirnos á los
artículos citados; pero en la forma el argu-
(') V ëase el tomo primero del Foro Valenciano, Pâ.
ginas 19 y 33.
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,
mento de la Gaceta del Notariado la tenia,
y por êllo creemos conveniente el comba­
tirle: tampoco entonces se habían aun pu­
blicado los comentarios, que sin adulación
hemos calificado de apreciables, de los
Sres. Manresa y Reus y nuestro compañero
no pudo hacerse cargo de sus particulares
argumentos.
«En el caso, dicen dichos comentaris­
tas (1) que los testamentarios ó contadores,
nombrados por el testador, lleven á efecto
la particion de la herencia estrajudiciaí­
mente, si es menor ó incapacitado alguno
de los interesados en ella, deberán pre­
sentarla á la aprobacion judicial como ter­
minantemente lo ordenan las disposiciones
Recopiladas que antes hemos transcrito (2);
sin que puedan considerarse modificadas en
esta parte por la nueva Ley, tanto porque
el caso no se halla previsto en la misma,
cuanto porque, segun �l principio que en
ella domina, la aprobación judicial ,es nece­
saria en lodos los actos en que: pueda oca­
sionarse perjuicio á menores ó incapaci­
tados. »
He aquí que el fundamento de semejante
opinion, de tan ilustrados comentaristas,
es el considerar vigente las citadas dispo­
siciones recopiladas. .
¿Y puede acaso sostenerse en absoluto,
que quede vigente disposición alguna de
las que hayan dictado reglas para él
enjuiciamiento civil, despues dela espl'esa
terminante é ilimitada derogacion consig­
nada en el artículo 141ñ de la ley vigente?
Pero dicen los señores Manresa y Reus,
no pueden considerarse modificadas las
leyes Recopiladas en esta parte por la
nueva Ley por que el caso no se halla pre­
visto en la misma.
(1) Tomo tercero pág. li7.
(2) LeJ 10 r su Ilota tit. 'lI, líb. 10 de la NOTÍsima
Becop ilacicn.
Efectivamente, el caso en concreto no se
halla espresamente previsto; pero haher
acerca de elloconsignado una disposicion es­
presa sobre ser innecesario, hubiera sido
defectuoso y contrario al sistema generali­
zador, seguido en las modernas modifica­
ciones; porque estaba comprendido 'y pre­
visto en la disposicion general.
La ley en casos dados, y en el que nos
ocupa, de haber interesados incapacitados
ó menores, prescribe como necesario en
tésis gerieral , el juicio de testaméntaría.
La ley establece una escepcion de esta
regla' general: la de que el tostador haya
dispuesto lo'contrario.
La regla general y la escepcion se refie­
ren al Juicio de testamentaria, al todo, no á
una parte de él:
El juicio de testamentaria, se divide en
tres períodos, 'comienza por la prevencion
del juicio y acaba por la aprobacion de
la liquidacion y partición. . .
Ahora bien, cuando la ley declara el
juicio necesario, y necesaria por lo' tanto
la intervencion judicial, entiéndese natu­
ralmente desde la prevencion hasta el fin:
cuando escluye por medio de una pruden­
tísima excepcion, la intervencion judicial­
entiéndese excluida desde el principio al fin,
desde el inventario hasta la particion de
I
los bienes y 'la entrega de los respectivos
patrimonios , á todos y cada uno de los
interesados.
Luego véase como no hubo necesidad de
una disposicion concreta y espresa cuando
la habia general, y cuando en esta implícita
é induvitadamente se comprendía el caso
que se dice no previsto por la ley; véase
como hubiera sido descender á un casuismo
inconveniente el preveer el caso concreta­
mente.
La otra razon en que se apoya la doc-
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trina que combatimos, es el espíritu de la
ley; es que segun el principio que en ella
domina la (intervencion y aprobacion judi­
cial es necesaria en todos los actos en que
pueda ocasionarse perjuicio á menores ó
íncapacítados. I <J' J .'
, Yasi es efectivamente: tal es el principio
general, tal es Ia tendencia constante de Ia
ley. De aquí y.como lógica consecuencia
de este sistema, que fue el seguido también
por nuestra antigua legislacion, 01 estable ....
cerse en la Ley vigente de enjuiciamiento
civil, los juicios necesarios de testamenta­
ria; «en tales testamentarias la sociedad,
representada por el poder judicial, egerceun
acto de proteccion y de tutela, impide usur­
paciones injustas, y respetando los derechos
de todos vela por lo que á cadauno corres,
ponde; hasta que llega el momento de que
sin peligro pueda _ ocuparlo aquel á quien
toea legítimamente (1).»
Pero esa proteccion y tutela no es gra­
tuita, antes por el contrario, siempre han
sido costosos los juicios de. testamentaria,
ocasionándose 'á las veces: que se disipase
elcaudal de las mismas persQnas á quienes
se querrá proteger e11 costas y diligencias
judiciales, '
Para evitar estos perjuicios fue por lo
que las leyes recopiladas concedieron. la
facultad á los testadores de nombrar alba­
ceas, tutores ó testamentarios que realiza¿en
la liquidación y partición de su herencia,
sin otra limitacion que la de presentar las
diligencias ante la justicia del pueblo para
su ·aprobacion. , '
Aún esto no lo creia necesario Febrero,
y sus razones que en el terreno del dere­
cho constituido, no podian aceptarse, como
muy bien opinó el Sr. Cirugeda (2) � mien-
(1) D. Pedro Gomez de la Serna , Motivos de las varía­
eicnes ttrincip�l�s que se han introducido CD la Ley de en­
juiciamlento eivll, J.lág. tOt.
(2) Articulos cItados.
tras estuvieran vigentes las Leyes recopila­
das, porque las razones de una opinion dia­
metralmente opuesta á la le)', no deben
inspirar el menor convencimiento: en el
terreno del derecho constituyente, sin em­
bargo, no pudieron menos de tener valor
algunas de ellas, y su opinion de egercer
alguna influencia al tiempo de.la reforma.
Al verificarse esta por medio de la vi­
gente Ley de erijuiciamiento civil, el prin­
cipio general fue el mismo: protección á
los menores é incapacitados , egercida por
medio de la intervencion judicial, siempre
y eu todos los actos en que pueda ocasio­
nárseles perjuicio.
De aqui el establecimiento de los juicios
necesarios de testamentaria. .
De aquí. el que el testador ! pueda dis­
pensar por autoridad propia de tales jui­
cios, cuidando él por sí y haciendo innecesa­
ria la costosa protecoion social, de estable­
cer el modo-de liquidar y partir su heren­
cia sin perjuicio de los incapacitados y
menores. I ' ,-
Pero esta facultad limitada por las leyes
Recopiladas, por la condicion de que
fuesen aprobadas las diligencias por la au­
toridad judicial, no lo ha-sido por la ley de
enjuiciamiento civil. Y no hubiera la ley
cumplido con las condiciones de reforma y
de progreso que le eran exigihles si hu­
biera conservado la limitacion de las leyes
de Novísima.
Pues que aquellas no concretaban, aun­
que Ia práctica llegó á concretar la inter­
vencion judicial, cuando el testador dispo­
nía el modo de liquidar su herencia á la
aprobacion doe la division, sino que dispo­
nian la aprobacion . de las diligencias; lo
cual á practicarse exactamente poco condu­
ciria al objeto que dictara semejante dispo­
sícion.
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Mas· concretada la intervención como lo
fue generalmente por la jurisprudencia y
como se pretende que 10 ha sido por la ley
moderna á la aprohacion de la division
estrajudicialmente practicada, se pretende
urr contraprincipio, que el respeto y la
simpatia á los sostenedores de tal opinion
nos impide calificar de absurdo.
¿Por qué razon se pretende que tenga
lugar la aprobación judicial de semejantes
divisiones?
Por la proteccion que merecen los me­
nores é incapacitados. ('Ul
¿No convenimos en que el inventario y
el avalúo se pueden, en el caso de haberlo
asi prevenido el testador, practicar sin que
nunca intervenga la autoridad judicial?
¿Puede dudarse ni por un instante que en es­
tas operaciones son tantoy mas posibles las
adulteraciones, ocultaciones y engaños que
la division y partición?
Pues si a pesarde ello, se oree legislador
dispensado de hacer intervenir á la sociedad
representada por la autoridad judicial, en
tales actos, cuando el testador lo dispone
asi y provee el modo de realizarlo, ¿No es
un contra principio inadmisible el suponer
que no debe omitirse la aprobacion judicial,
á título de semejante proteccion social?
Equivaldría esta interpretacion á soste­
ner que la ley de enjuiciamiento que dis­
pensa del juicio necesario de testamentaria
cuando el testador dispone lo contrario, no
dispense mas que de los dos primeros pe­
ríodos del juicio necesario, y que siempre
es necesario el juicio respecto el último
periodo.
y asi implícitamente lo sostienen los se­
ñores Reus y Manresa cuando en el co­
mentario al articulo 496, dicen que cuando
se hacen estrajudicialmente el inventario..
avalúo, liquidacion y division, que nece­
sitan de la aprobacion judicial; todas estas
operaciones vienen á reducirse á un pe­
ríodo, y por lo tanto les es aplicable la
sustanciacion del último de este juicio (1).
En nuestro concepto ni en la letra de Ia
ley sé ha esceptuado período alguno del
juicio al dispensar � .si tal es la voluntad
espresa del testador, de todo él, ni en la
recta y oportuna interpretacion de su es­
píritu, cabe sino estamos lastimosamente
equivocados; el suponerla necesaria.
ysi quiere poner�e en Ia última evidencia
el error de la opinion contraria , recuérdese
una vez mas que ha necesitado buscar un
apoyo fuera de la ley, suponiendo vigentes
disposiciones de Ia legislacion recopilada.
Eduardo Atard.
, J
entre fas autoridades judiciales 'Y administrativas, 'Y
necesidad de establecerse tramitacion especial
cuando tienen lugar en materia criminal.
( Conclusion. )
Si se declara compétente por senten­
cia firme, exhorta al Gobernador para
que deje espedita su jurisdiccion 6 de
lo contrario tenga por formada la com­
petencia. Bajo nulidad, en el indicado
exhorto se han de insertar los dictá­
menes fiscales y los autos motivados
que se dictan; de manera que nece­
sariamente debe salir el sumario, yen
todo caso el proceso, de la esfera de re-
, servado que exije su peculiar natura­
leza.
,
(1) Obra citada, pág. 258.
ria en causas criminales segun la doc­
trina del Real decreto de 19 de Abril
del corriente año, decidiendo á favor de
la administracion una cornpetencia
suscitada entre aquella y el Juez <i.e
primera instancia de Lérida en juicio
criminal, y además podemos citar un
caso muy remoto en que habiendo el
contratista para la reparación de un
trozo de carretera de segundo 6rden
aj ustado con otro el acopio de seis mil
metros de piedra por cinco reales ca­
da uno, este buscó los carros que cre­
y6 necesarios señalánd oles el nú­
mero de carretadas que debian con­
ducir diariamente para ganar el jor­
nal convenido: y aun cuando solo te­
nia permiso de uno de los dueños de
las heredades contiguas para entrar
en ella y estraer piedra de la parte in­
culta, previno á los carreteros que lo
verificasen tambien en heredades de
otros dueños de quienes no tenia
permiso, advirtiéndoles que solo ar­
rancasen la piedra de lo inculto res­
petando los ribazos y no causando da­
ño, mas los carreteros con el obj eto de
evitarse trabajo, no solo tomaron pie­
dra de lo inoulto si que se llevaron la
de los ribazos de varias propiedades y
hasta la de las paredes de un horno de
cocer cal. Dado parte por los guardas
de campo, que los pillaron infraganti,
al alcalde del pueblo, este instruyó
las primeras diligencias que con los
detenidos remitió al Juzgado. Conti­
nuados los procedimientos por el hur­
to de .las piedras de los ribazos y de':
más destinada á uso particular sin ha­
cer cargo alguno ni á los carreteros
ni al que les di6la 6rden por háber
entrado en heredades agenas sin per-
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Si el Gobernador insiste en la com...
petencia, ambos contendientes remi­
ten al Ministerio de la Gobernación las
actuaciones que ante cada cual se hu­
biesen instruido dándose mútuo avisa
de la remesa sin ulterior procedimien­
to. Aqui tenemos un nuevo compro­
miso para el Juez; no le vemos en los
negocios civiles, pero sí cuando se tra­
ta de un juicio criminal. Dentro de
tercero dia de comenzar un sumario
el Juez de primera instancia debe dar
cuen ta á la Audiencia del Terri torio
por medio de testimonio y conducto
del Sr . Regente de dicho superior Tri­
bunal; la Sala á que corresponde to­
ma conocimiento de la causa y acuer­
da en su vista lo que tiene por con­
veniente remitiéndose al Juez inferior
lo que se llama la certificacion ordina­
ria. El decreto de 4 de Junio que es
la Ley vigente en la materia, ya he­
mos dicho que solo prescribe la aetna­
cion que debe seguirse en las contien­
das civiles, no diciendo nada respecto
á las variantes indispensables cuando
la contienda versa sobre materia cri­
minal; el Juez una vez requerido de
inhibicion no puede menos de soste­
ner su eompetencia si como es regular
la oree procedente, y en tal caso nada
parece mas aceptable que seguir la
, trami tacion establecida dando inme­
diatamente cuenta á la Sala corres­
pendiente por medio de testimonio su­
ficientemente espresivo á fin de que
pueda estar al corriente de lo ocurri­
do y no estrañe la tardanza en remi­
tir la causa en consulta.
Tal vez se diga que no pueden ocur­
rir casos de competencía entre la ad­
ministracíon y la jurisdiocíon ordina-
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miso de su dueño y llevádose piedras
de la parte inculta, fué requirido de
inhibicion el Juzgado de primera ins­
tancia que conocia de la causa por el
Gabernador civil de la provincia.
Aquí tenemos dos hechos distintos
cuyo conocimiento corresponde á di­
versas autoridades. La seccíon segun­
da del Reglamento de 27 de Junio de
1836 establece las reglas que han de
observarse para el aprovechamiento
de m�teriales de construcción para
obras públicas, y en su art. 19 previe­
ne que fas materias de construccion
que podrán aprovecharse para dichas
obras se entienden aquellas que no
estén destinadas 6 reservadas para uso
particular. El que convino con el COn­
tratista al acopio de los seis mil me­
tros de piedra, encargó á los carrete­
ros que solo tomasen la de los terre­
nos incultos; pOl.' tal hecho ninguna
responsabilidad se exige ni á estos ni
á aquel en la causa á que aludimos.
puesto que si par a ello se observaron 6
no las reglas preventívas que estable­
ce la seccion segunda del Reglamento
citado, incumbe su conocimiento es­
olusivamente á la administracion 6 sea
al Gobernador de la provincia oyendo
al Consejo y en su caso al Gobierno;
mas el otro hecho, cual es el de apro­
vecharse los dañadores de los objetos
del daño tomando contra la voluntad
de su dueño, las cosas agenas, es un




o del art. 437 del 00-
digo penal, cuyo conocimiento y cas­
tigo incumbe asimismo sola y esclusi­
vamente al Juez de primera instancia
del partido, como la única autoridad
compétente para 0110, sin que hubiese
cuestion alguna prévia que resolver,
puesto que nadie creo que podrá du­
dar que los ribazos 6 paradas, como en
otras partes se llaman, están construi­
dos en las heredades para la conserva­
cion y mejoramiento de las tierras: la
piedra de que se componen y su coloca­
cion, ha costado mas 6 menos sacrífl­
cios á sus dueños y se halla destinada
á un uso particular en beneficío de la
agricultura que tanta proteccion re­
clama en nuestro pais, comoigualmen­
te la queformaba las paredes del horno
de cocer cal; por consiguiente el deli­
to que motivaba el procedimiento fué
cometido por una accion voluntaria
punible, egecutado por los carreteros
con independencia de la ordert de su
principal, estralímitándose de la mis­
ma con el objeto de evitar su trabajo,
aprovecharse del que tenian puesto los
dueños de las heredades y en menos
tiempo conducir al punto designado el
número de carretadas del ajuste.
Véase como el Juez de primera ins­
tancia no pudo ni debió hacer otra co­
sa que sostener su jurisdíccion en el
caso citado, por mas que de ello se si­
guiesen los perjuicios que lamenta­
mos y que antes hemos enumerado.
Siendo puesmuy posibleque ocurran
con frecuencia cuestiones de compe­
tencia de esta clase , de desear fuera
que asi como en negocios civiles se
halla tan clara y terminante la aetna­
cion que debe seguirse, se ampliase
esta á los casos en que se trate de un
procedimiento criminal, ya se halle en
estado de sumario ya en el de plena­
rio, y de estamanera los Jueces infe­
riores tendrán una. regla segura á que
atenerse sin exponerse á errar á pe-
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sar de su mejor celo á merecer por sus
resoluciones la censura de sus supe­
riores.
Del Boletín de la Revista General de




DE LOS: HONORARIOS DE LOS ABOGADOS.
CONSULTA.
1. o ¿ Un letrado buscado por un Ntigante
que tiene necesidad de defenderse en. fiticio or­
dinario para cuyo seguimiento solicite su po­
breza que le concede, tiene derecho á cobro»
sus honorarios?
En mi concepto, la resolucion debe ser
afirmativa, porque media un cuasi contrato
entre Abogado y parte, y la ley solo exime de
Su pag'o cuando es de turno ó nombramiento
judicial.
2. o ¿ Un procurador que se halla en el
mismo caso, puede cobrar sus derechos?
-'
Mi opinion es la misma para uno y otro
caso.
Sin embargo de ello, la opinion es diversa
entre los letrados de este partido, en el que
actualmente se agitan dos cuestiones estrajudi­
ciales, y por esta razon estimada merecer de
su bondad se publicara muy luego la resolucíon
de los señores de la REVISTA, cuya opinion me­
rece el respeto de Jueces y Abogados .-PN
SUSCRITOR.
Contestacion.
La falta de disposiciones que rijan los casos
(que se refiere la anterior consulta, ha dado
margen á empeñadas controversias, y il que en
el terreno práctico se hayan resuelto las con­
tiendas de un modo distinto.
Ya en 18�5 eran numerosas las esposicío­
nes dirigidas á. S. M. solicitándose determina­
sen los limites de la aecíon de los. interesados en
tales honorarios y oostas: aquellos respecto de
los Letrados, y estas de los Procuradores cuan­
do sus clientes son considerados pobres.
El Boletin de Jurisprudencia trató entonces
estensarnente la cuestion, emitiendo un juicio
con el que sentimo s no poder estar conformes.
Nosotros IH.. haremos razonamientos proli­
jos, porque no los creemos muy oportunos cuan­
do faltando con el precepto legal la pauta regu­
ladora y que puede fijar la tendencia del criterio,
no es de proponerse obtener un resultado. Pero
apuntaremos las opiniones del Boletin, y eon­
cluiremos emitiendo y razonando la nuestra.
Aquel periódico jurídico, dando roas ensan­
che á la cuestion, se ocupaba también del juicio
criminal, donde el caso ofrece mas dificultades,
y pueden reasumirse sus conolusiones, diciendo :
«que siempre que el litigante ó procesado de­
»signe ó autorice, biená procurador ó Aboga­
»do, bienáaquelsolamente; y hasta cuando C011-
»siente 'que los Tribunales le hagan. la designación
»aunque sea por turno, á pesar de ser pobre en
»el sentido legal, están. en el deber de efectuar
»él pago de sus honorarios y derechos de ambos
»funcíonarios. »
El BCILETIN, como el consultante, se funda
en la teoría de' los cuasi-contratos, y de ella
deduce esa obligacion; pero tenemos por muy
elástica y resbaladiza esa doctrina y algo violen­
ta nos parece su aplicaoion en este caso.
Antes de existir la contribucion del subsi­
dio, era obligatoria á todos los letrados y Pro­
curadores la providencia de ayudar y defender
gratuitamente á los declaraJos pobres; y todos
teníamos que cumplir en todo caso el juramento
que prestamos de hacerlo así. Despues de esta­
blecido ese tributo ha desaparecido la obliga­
cion respecto de los que pagan la cuota, puesto
que hay funcionarios designados y exentos del
pago, con el deber de llenar esa obligaoíon y
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librando de ella á los demás. Ahora, respecto
del litigante pobre, hay Jibertad de elegir de­
fensores ó de obtenerlos de oficio; respecto de
los defensores, si les corresponde por turno el
deber de defender gratuitamente al pobre, es­
cepto cuando pida contra las leyes ó doctrinas
corrientes; y no correspondiéndoles por turno,
ó en cualquier otro caso, son libres para acep­
tar ó no su defensa y hacerlo con estipendió ó
sin él.
Prescindiendo de que no consideramos
prudente ni sensato que el letrado ó el Procu­
rador acepten una defensa civil ó criminal, sin
antes convenir' en lo que estimen respecto de
retribucion, vamos al caso propuesto de no
haber nada convenido, ni tratarse de defensa
necesaria por haber correspondido en turno. Si
parece respetable la consideracion de que en
el meso hecho de encargar el trabajo, se pre­
sume el ánimo y nace la obligacion de pagar,
nos parece tanto ó mas la inversa, de que el de­
clarado pobre, aquel a quien se ruanda que se
le ayude gratuitamente, presumo que no con
otro ánimo se acepte su defensa, cuando cons­
ta su pobreza y ella no ha hecho repugnar la
aceptacion. Y si parece respetable que el letra ...
do y procurador presuman, que trae ánimo
y se obliga al pago el que les busca y elige y
confia su proteccion; tambien Io parece mas
aun, que cl litigante ó procesado los busque,
en la creencia de que nadie tratará de conside­
rarlo, al efecto, en otros términos que como se
ha resuelto por ejecutoria, ó que corresponde
á su clase.
y aunque encontrásemos paridad completa
entre las razones en pró y en contra, como lo
cierto únicamente es Ia duda, siempre nos in­
clinaríamos á los intereses del pobre por dos
razones: la una porque los buenos principios
del derecho, cimentados en la sana moral, lo
aconsejan así, como toda decision en iguales
circunstancias, á favor del que hubiera de pa­
gar; y la otra porque, menos apto que los Le­
trados y procuradores para conocer estos debe­
res y derechos, la equidad exige claramente
que sea preferido en -la duda, el necesitado y
menos libre para producir la cuestion, que
ellos, árbitros omnímodamente dueños de evi­
tarla.
Tal es nuestra opinion que, á pesar del
afecto y consíderacion que nos merecen las cla­
s.es interesadas, nuestra conciencia "I nuestra
lealtad VQS obligan á emitir con franqueza.­
ANTONIO DE CASAS y MORAL.
Despues de trascribir el �nteri�r
dictámen el Foro de Barcelona, dice asi:
A pesar de la gran autoridad del periódico
mencionado y del reconocido talento y saber del
jurisconsulto que emite su dictámen sobre la
duda propuesta, no podemos participar de la
opinion que precede. En nuestro concepto, el
litigante que pudiendo solicitar se le nombren
defensores de oficio, renuncia esta facultad, y
acude á letrados y procuradores que no están
comprendidos en el turno, sé obliga implícita­
mente á satisfacer los honorarios que estos de­
venguen en la defensa que les confia. La de­
claraoíon de pobre en el sentido del art. 182 y
184 de la ley de Enjuiciamento, le exime sin
duda del pago de las costas, pero no puede ha­
cerse estensiva á los gastos del juicio, porque
respecto de ellos hizo el interesado una tácita
renuncia del beneficio de la ley, encargando su
defensa á quien estaba exento de semejan te




Por nuestra parte no podemos me­
nos de pronunciarnos por la opinion.
del consultante y de nuestros compa­
ñeros de Barcelona,
Si� desconocer las consideraciones
que se merecen los pobres ante la ley
yante los Tr�bunales creemos que es
una sencillisima cuestión de princi­
pios' que aunque nada haya concreta­
mente establecido en nuestras leyes,
respecto de ella, se resuelve por las
presoripciones generales.
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Hasta aqui la cuestion considerada
en el terreno del derecho.
Nosotros, ycon nosotros muchos de
nuestros compañeros, nunca nos ne­
gamos ni nos negaremos á admitir la
defensa de los pobres en negocios de
conocida justicia, aun cuando no pue­
dan pagar sus defensas, á pesar de no
ser de los Letrados de turno, á pesar de
no creernos legalmente obligados á
ello.
Preferimos siempre hacerlo así,
á que pueda decirse que hemos nega­
do nuestro patrocinio á quien nos hon­
rd buscándole, y sobre todo á adoptar
el medio propuesto en el artículo an­
tes trascrito de convenir en lo que estimen
respecto de retribucion, antes de aceptar una
defensa. Pues que si bien esto seria pru­
dente y sensato respecto los intereses
y aun para evitar reclamaciones y li­
tigios lastimosos, siempre resultari a
insuficiente mientras no se otorgara
un instrumento público 6 de otra ma­
n era se adquiriese una justificacion
bastante del coatrato. Y contra esto
estaria elmismo señor Casas y Moral,
cuyopundonoroso carácter conocemos,
desde el momento que reflexione el
mal efecto que causaria comenzar las
defensas voluntarias de los pobres
por ajustarlas � con ellos. Es preferi­
ble aceptar en tácita obligacion, que­
darse solo con la acción del cuasi con­
trato, esponerse á sufrir decepciones
y en 'último término defender gratis
á celebrar esos prévios convenios.
Eduardo Atard.
Por todo lo no firmado, el Secretario de la redac-
cion, Manuel Atart.
Editor. responsable: D. JOSÉ MAROO.
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Los pobres tienen el derecho de la
defensa gratuita.
Los Letrados tiene el deber de de­
fender gratuitamente á los pobres.
Este deber que individualmente
.
reconocemos' y juramos cumplir, re­
unidos en colegio, le declinamos en
un número dado y suficiente de Le­
trados, en virtud de lo ordenado y per·
mitido por la legislacion vigente.
Los pobres continuan teniendo
el derecho siempre yen todos terrenos
indisputable, de ser defendidos gratui­
tamente; pero solo por los Letrados que
á ello vienen en especial y oficialmen­
te obligados. A este os queda concre­
tada laobligacion de defender gratis á
los pobres librándose los demás de se­
mejante deber..
Ahora bien, el pobre acepta el be­
neficio de la ley 6 no .. En el primer
caso fia su defensa á la persona que le
está encomendado el desempeñar la
gratuitamente; en el segundo la per­
sona á quien elige tiene derecho á la
retribucion debida.
Porque tal es la consecuencia legal
y lógica de la renuncia implícita que
hace de su derecho á ser defendido co­
mo pobre, eligiendo á quien no tiene
oblígacíon de hacerlo; y del cuasi con­
trato que media entre el que hace tra­
bajar á quien no tiene el deber de ser­
virle, y el que ocupa su trabajo y su
inteligencia en pró de quien no tiene
derecho alguno para servirse de ella
gratuitamente.
Nos cabe la satisfaccion de que la
opinion que sustentamos es la ad­
mitida por la jurisprudeneía de nues­
tro foro.
'\,7Al:J.:¡œ�œ!J'[)'"
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